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DERECHO FUNDAMENTAL AUTÓNOMO A LA SALUD / TRATAMIENTO INTEGRAL   DE LA PATOLOGÍA / MEDIDA CAUTELAR / HECHO SUPERADO ÚNICAMENTE RESPECTO DE LAS AUTORIZACIONES Y EXÁMENES PRE-QUIRÚRGICOS / “Bajo esas circunstancias, observa la Sala que la omisión en la autorización requerida para la prestación del servicio de salud que necesita la accionante, y que motivó la interposición de este amparo, ha sido superada en cuanto a que a la misma le fueron ya debidamente entregadas las órdenes para la práctica de la cirugía denominada “Sigmoidectomía laparoscopia” así como los exámenes previos para ello, entre los cuales se destaca la “consulta preanestésica” tal como lo puso de presente la entidad accionada y fue debidamente confirmado por una de las hijas de la actora; sin embargo, no puede pasarse por alto que en efecto las garantías constitucionales invocadas por la tutelante fueron quebrantadas, por cuanto no se le brindó en forma ágil y eficaz la atención que le fue dispuesta, pues mírese que aunque  la orden para el procedimiento prescrito data de agosto 11 de 2016 y pese a la gravedad de su enfermedad, su autorización únicamente se dio un mes después, es decir, en septiembre 13 pero no como una decisión propia y voluntaria de la entidad accionada, sino como consecuencia de la medida provisional que dispuso esta Corporación.

Bajo ese entendido y si bien aprecia la Sala que en efecto nos encontramos frente a la carencia actual del objeto por hecho superado en relación con la autorización de la cirugía y los demás procedimientos prescritos a la actora, así se dispondrá en la parte resolutiva de la presente decisión, pero como quiera que a la fecha no le ha sido practicada la cirugía denominada “Sigmoidectomia laparoscopia” -la cual urge por su condición médica-, se dejará como definitiva la medida provisional dispuesta solo para ese efecto, por lo cual se tutelará el derecho fundamental a la salud de la señora ADIELA RENDÓN DE RAMÍREZ  y en consecuencia se ordenará a la Dirección Nacional y Seccional de Sanidad de la Policía Nacional que de manera conjunta, adopten las medidas necesarias para que la intervención prescrita sea practicada sin ningún tipo de dilación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a que culminen los exámenes prequirúrgicos pertinentes.”
(…)
“Bajo ese entendido y si bien aprecia la Sala que en efecto nos encontramos frente a la carencia actual del objeto por hecho superado en relación con la autorización de la cirugía y los demás procedimientos prescritos a la actora, así se dispondrá en la parte resolutiva de la presente decisión, pero como quiera que a la fecha no le ha sido practicada la cirugía denominada “Sigmoidectomia laparoscopia” -la cual urge por su condición médica-, se dejará como definitiva la medida provisional dispuesta solo para ese efecto, por lo cual se tutelará el derecho fundamental a la salud de la señora ADIELA RENDÓN DE RAMÍREZ  y en consecuencia se ordenará a la Dirección Nacional y Seccional de Sanidad de la Policía Nacional que de manera conjunta, adopten las medidas necesarias para que la intervención prescrita sea practicada sin ningún tipo de dilación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a que culminen los exámenes prequirúrgicos pertinentes. 
Acorde con lo anterior la Colegiatura aprecia que luego de la referida intervención, la accionante puede requerir una serie de atenciones relacionadas con la patología que dio origen a la presente acción, por lo que de conformidad con los lineamientos constitucionales que al respecto se tienen, máxime porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para procurar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención de salud que se brinde oportuna, eficaz y especialmente continua -más aun cuando nos encontramos ante a un sujeto de especial protección constitucional, amén de su avanzada edad (75 años)-, por lo cual se ordenará igualmente a la Dirección Nacional y Seccional Risaralda de la Policía Nacional que garanticen a la accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión del tumor maligno del colon sigmoide que dio origen a esta tutela.”
Citación jurisprudencial: Sentencia T-408/13. / En lo que respecta al tema del hecho superado, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10, donde se retomó lo señalado en la Sentencia SU 540/07. / Carencia actual de objeto: Sentencia T-481/11 / Integralidad del tratamiento: Sentencias T-398/08, T-408-11 y T-039/13.
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1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por el Dr. WILLIAM ESTEBAN OBANDO OSORIO, Personero Delegado en derecho de petición, medio ambiente y servicios públicos de Dosquebradas (Rda.), en su condición de agente oficioso de la señora ADIELA RENDÓN DE RAMÍREZ, en contra de la Policía Nacional, Dirección Seccional de Sanidad Risaralda, al considerar vulnerados sus derechos fundamentales a la salud, seguridad social, calidad de vida e integridad personal.

2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de la información que se aporta por el agente oficioso de la señora RENDÓN DE RAMÍREZ, se puede sintetizar así: (i)  tiene 75 años y es afiliada a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda; (ii) le fue diagnosticado un “tumor maligno del colon sigmoide” por lo que según el especialista tratante requiere de los siguientes procedimientos y asistencias: “sigmoidectomía laparoscopia, consulta preanestésica, estudio de coloración básica en espécimen con resección de márgenes, procesamiento glóbulos rojos, prueba de compatibilidad cruzada mayor en tubo, e internación en servicio de complejidad alta, habitación bipersonal (adulto) general”, y (iii) no obstante que la Dirección Seccional de Sanidad envió las solicitudes a la ciudad de Bogotá, hasta la fecha no se le ha efectuado lo pedido.

Con fundamento en lo anterior pide la protección de los derechos fundamentales a la salud, seguridad social, calidad de vida e integridad personal y en consecuencia se ordene a la Dirección Seccional de Sanidad que en las 48 siguientes disponga la autorización y realización de los procedimientos prescritos, para lo cual acude a una medida provisional.

3.- CONTESTACIÓN

3.1.- Admitida la acción constitucional y habiéndose dispuesto la medida provisional solicitada por encontrarse ajustada a derecho, se corrió traslado de la tutela a los accionados, frente a lo cual dio respuesta el Jefe Seccional de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional, quien informó que con el fin de salvaguardar los derechos fundamentales de la accionante y en cumplimiento de la medida provisional, se autorizó el procedimiento “sigmoidectomia laparoscopia, consulta preanestésica, estudio de coloración y paquete de glóbulos rojos” por lo cual la enferma deberá presentarse ante Oncólogos de Occidente para programar los exámenes respectivos.

Al considerar entonces que no existe vulneración a derechos fundamentales, pide se adopte decisión que les sea favorable por cuanto no han negado servicio alguno, máxime que el hecho que originó la tutela ya se encuentra superado.

3.2.- Por parte de la Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional se guardó absoluto silencio, pese a haber sido vinculada a esta acción.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta como tal los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar este asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde a esta Colegiatura determinar si en el asunto puesto en consideración se han vulnerado los derechos fundamentales de la señora ADIELA RENDÓN DE RAMÍREZ y si es procedente la protección de los mismos en los términos que se invoca en el escrito de tutela.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La señora ADIELA RENDÓN acudió ante el juez constitucional por intermedio de un Personero Delegado del Municipio de Dosquebradas, como agente oficioso
, con el fin de lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atentaba contra sus derechos fundamentales, consistente en la negación por parte de las entidades accionadas en expedir la autorización para la práctica de la cirugía denominada “sigmoidectomía laparoscopia”, los procedimientos “consulta preanestésica, estudio de coloración básica en espécimen con resección de márgenes, procesamiento glóbulos rojos, prueba de compatibilidad cruzada mayor en tubo”, así como su “internación en servicio de complejidad alta, habitación bipersonal (adulto) general”,  lo cual le fuera ordenado por el Cirujano especialista en Oncología
, adscrito a Oncólogos de Occidente.

En cuanto a la práctica de tales asistencias, por parte de la Dirección Seccional de Sanidad se allegó a la actuación copia del oficio suscrito por el Médico Auditor Referencia y Contrareferencia, fechado septiembre 13 de 2016 y dirigido a la Oncólogos de Occidente
, por medio del cual se autoriza la realización de la totalidad de los procedimientos que le fueron prescritos a la señora ADIELA RENDÓN, para pregonar con ello la presencia de un hecho superado.

Con miras a verificar tal circunstancia se obtuvo contacto telefónico con una de las hijas de la accionante
, quien indicó que efectivamente le fue entregada la referida autorización y para septiembre 20 de 2016 le fueron programados algunos exámenes prequirúrgicos como requisito previo para la realización de la cirugía por ella requerida, luego de lo cual se le fijará la fecha para su práctica. En lo que respecta al tema del hecho superado, se resalta lo afirmado por la H. Corte Constitucional en sentencia T-727/10, donde se retomó lo señalado en la Sentencia SU 540/07, así:

“Si lo pretendido con la acción de tutela era una orden de actuar o dejar de hacerlo y, previamente al pronunciamiento del juez de tutela, sucede lo requerido, es claro que se está frente a un hecho superado, porque desaparece la vulneración o amenaza de vulneración de los derechos constitucionales fundamentales o, lo que es lo mismo, porque se satisface lo pedido en la tutela, siempre y cuando, se repite, suceda antes de proferirse el fallo, con lo cual ‘la posible orden que impartiera el juez caería en el vacío’.

De este modo, cuando el juez constitucional verifica la existencia de un hecho superado debe declarar la carencia actual de objeto y, de manera excepcional, si estima indispensable pronunciarse respecto del fondo del asunto por la gravedad de la vulneración del derecho invocado, podrá emitir consideraciones adicionales sin proferir otro tipo de órdenes […]” -negrillas fuera de texto-

Más tarde la alta Corporación sería más explícita en cuanto al fenómeno jurídico de la carencia actual de objeto, en el sentido que éste puede presentarse a partir de dos eventos con consecuencias distintas: (i) el hecho superado y (ii) el daño consumado”. En lo particular con nuestro asunto se extracta lo siguiente: 

“[…] En esta lógica, cuando acaece la carencia actual de objeto por hecho superado, en el interregno de la presentación de la acción de tutela y la decisión de la misma, “no es perentorio para los jueces de instancia, aunque sí para Corte en sede de Revisión, incluir en la argumentación de su fallo el análisis sobre la vulneración de los derechos fundamentales planteada en la demanda. Sin embargo puede hacerlo, sobre todo si considera que la decisión debe incluir observaciones acerca de los hechos del caso estudiado, incluso para llamar la atención sobre la falta de conformidad constitucional de la situación que originó la tutela, o para condenar su ocurrencia y advertir la inconveniencia de su repetición, so pena de las sanciones pertinentes, si así lo considera. De otro lado, lo que sí resulta ineludible en estos casos, es que la providencia judicial incluya la demostración de la reparación del derecho antes del momento del fallo. Esto es, que se demuestre el hecho superado”

Bajo esas circunstancias, observa la Sala que la omisión en la autorización requerida para la prestación del servicio de salud que necesita la accionante, y que motivó la interposición de este amparo, ha sido superada en cuanto a que a la misma le fueron ya debidamente entregadas las órdenes para la práctica de la cirugía denominada “Sigmoidectomía laparoscopia” así como los exámenes previos para ello, entre los cuales se destaca la “consulta preanestésica” tal como lo puso de presente la entidad accionada y fue debidamente confirmado por una de las hijas de la actora; sin embargo, no puede pasarse por alto que en efecto las garantías constitucionales invocadas por la tutelante fueron quebrantadas, por cuanto no se le brindó en forma ágil y eficaz la atención que le fue dispuesta, pues mírese que aunque  la orden para el procedimiento prescrito data de agosto 11 de 2016 y pese a la gravedad de su enfermedad, su autorización únicamente se dio un mes después, es decir, en septiembre 13 pero no como una decisión propia y voluntaria de la entidad accionada, sino como consecuencia de la medida provisional que dispuso esta Corporación.

Esa omisión es atribuible a la Dirección de Sanidad Risaralda de la Policía Nacional
, debido a que la tutelante se encuentra afiliada a esa institución, y en esa medida es la directamente obligada a garantizar su atención en salud y la oportuna prestación de los asistencias médicas que requiere. 

Ahora bien, no se puede desconocer que la señora ADIELA RENDÓN DE RAMÍREZ padece de un tumor maligno en el colon sigmoide y  no obstante que le fuera entregada la autorización para el procedimiento quirúrgico requerido, previo a su realización le deben efectuar una serie de exámenes prequirúrgicos que al parecer le están siendo practicados, pero tal situación conlleva a predicar que a la fecha la cirugía ordenada aun no le ha sido realizada, pese a que ésta fue la razón que la motivó a acudir ante el Juez Constitucional, por intermedio de la Personería Municipal de Dosquebradas.
Bajo ese entendido y si bien aprecia la Sala que en efecto nos encontramos frente a la carencia actual del objeto por hecho superado en relación con la autorización de la cirugía y los demás procedimientos prescritos a la actora, así se dispondrá en la parte resolutiva de la presente decisión, pero como quiera que a la fecha no le ha sido practicada la cirugía denominada “Sigmoidectomia laparoscopia” -la cual urge por su condición médica-, se dejará como definitiva la medida provisional dispuesta solo para ese efecto, por lo cual se tutelará el derecho fundamental a la salud de la señora ADIELA RENDÓN DE RAMÍREZ  y en consecuencia se ordenará a la Dirección Nacional y Seccional de Sanidad de la Policía Nacional que de manera conjunta, adopten las medidas necesarias para que la intervención prescrita sea practicada sin ningún tipo de dilación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a que culminen los exámenes prequirúrgicos pertinentes. 
Acorde con lo anterior la Colegiatura aprecia que luego de la referida intervención, la accionante puede requerir una serie de atenciones relacionadas con la patología que dio origen a la presente acción, por lo que de conformidad con los lineamientos constitucionales
 que al respecto se tienen, máxime porque es imperativo que frente a una vulneración del derecho a la salud se den los pasos necesarios para procurar que esa situación no se vuelva a repetir, en aras de asegurar que la atención de salud que se brinde oportuna, eficaz y especialmente continua -más aun cuando nos encontramos ante a un sujeto de especial protección constitucional, amén de su avanzada edad (75 años)-, por lo cual se ordenará igualmente a la Dirección Nacional y Seccional Risaralda de la Policía Nacional que garanticen a la accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión del tumor maligno del colon sigmoide que dio origen a esta tutela. 

6.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE DECLARA CARENCIA ACTUAL DE OBJETO por encontrarnos frente a un hecho superado en relación con la pretensión invocada en esta acción constitucional, en lo referente a la autorización para la cirugía denominada “sigmoidectomía laparoscopia”, así como los procedimientos “consulta preanestésica, estudio de coloración básica en espécimen con resección de márgenes, procesamiento glóbulos rojos, prueba de compatibilidad cruzada mayor en tubo”, y lo atinente a la “internación en servicio de complejidad alta, habitación bipersonal (adulto) general”, por cuanto la Dirección de Sanidad Seccional Risaralda dispuso la orden pertinente para la realización de los mismos, según obra en el dossier. 

SEGUNDO: SE TUTELA el derecho a la salud de la señora ADIELA RENDÓN DE RAMÍREZ y por consiguiente se ADOPTA como definitiva la medida provisional exclusivamente en lo relativo a la práctica de la cirugía “sigmoidectomía laparoscopia”; en consecuencia, se ordena a la Dirección Nacional y Seccional de Sanidad de la Policía Nacional para que de manera conjunta, dispongan las medidas necesarias para que la cirugía ordenada sea practicada sin ningún tipo de dilación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a cuando culminen los exámenes prequirúrgicos requeridos. Así mismo, le garanticen a la accionante la continuidad en la prestación de los servicios de salud y el tratamiento integral (prevención, protección, diagnóstico, recuperación y rehabilitación) que requiera con ocasión de la patología que dio origen a la presente acción. 
TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
     JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� En sentencia T-408/13 la Corte Constitucional señaló: “Es claro que los Personeros Municipales en atención a sus funciones constitucionales y legales de guarda y promoción de los derechos fundamentales, están legitimados para presentar acciones de tutela. En esta medida, si se percatan de la amenaza o violación de derechos fundamentales de una persona o de una comunidad, podrán interponer la acción en nombre del ciudadano que se lo solicite o  de aquellas personas que se encuentren en situación de desamparo o indefensión”. 


� Ver folios 2 y 3 del expediente. 


� Ver folio 48 del expediente.


� Ver folio 49 del expediente.


� Sentencia T-481/11.


� El Decreto 1795/00, por medio del cual se estructura el Sistema de Salud de las Fuerzas Militares y de la Policía Nacional, en su artículo 5º señala que el objeto de esa regulación consiste en la prestación del servicio de sanidad inherente a las operaciones de la fuerza pública y brindar el servicio integral de salud en las áreas de promoción, prevención, protección, recuperación y rehabilitación del personal afiliado y sus beneficiarios, cuya dependencia encargada de administrar el Subsistema de Salud de las Fuerzas Militares, según lo consagrado en el artículo 12 de la misma normativa, es la Dirección de Sanidad. 


� Sentencia T-398/08, T-408-11 y T-039/13 en la que se dijo: “El principio de integralidad, comprende dos elementos: “(i) garantizar la continuidad en la prestación del servicio y (ii) evitar a los accionantes la interposición de nuevas acciones de tutela por cada nuevo servicio que sea prescrito por los médicos adscritos a la entidad, con ocasión de la misma patología”. La materialización del principio de integralidad conlleva a que toda prestación del servicio se realice de manera oportuna, eficiente y con calidad; de lo contrario se vulneran los derechos fundamentales de los usuarios del sistema de salud.”.
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